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OPINIÓN N.° 033-2006/GTN

Entidad:
Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A. (CORPAC)

Asunto:
Ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado. Contrato de Joint Venture y usufructo.


Referencia:


Carta MTC/CORPAC S.A. OAL.022.2006-C
1. ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, la Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A. (CORPAC), en lo sucesivo la Entidad, consulta si podría constituir una alianza estratégica o un contrato de joint venture con un agente privado, en el marco de la vigencia de la Ley N.º 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en lo sucesivo “la Ley”) y su Reglamento
 (en lo sucesivo “el Reglamento”). 
Sobre el particular, la Entidad manifiesta que cuenta con una Consola Automática Aerodata para realizar las inspecciones en vuelo de los sistemas de ayudas a la aeronavegación en el Perú, encontrándose pendiente la etapa de instalación e integración de dicha consola a una aeronave.

En virtud de ello, la Entidad viene analizando la posibilidad de constituir una alianza estratégica, mediante la celebración de un contrato de joint venture con un socio que participaría con una aeronave en la que se instalaría la consola de la Entidad, incrementándose de esta manera la calidad del servicio de inspecciones en vuelo que brinda.

2. CONSULTA
La Entidad consulta si se encuentra facultada para suscribir un contrato de joint venture o un contrato de usufructo, y solicita se le instruya sobre el procedimiento a seguir para la suscripción de dichos acuerdos. Asimismo, consulta si es posible pactar que el contrato tuviera un periodo de vigencia de diez (10) años, dada la inversión que implicaría la suscripción de cualquiera de estos acuerdos.
3. ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley, la Segunda Disposición Final del Reglamento y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de las normas sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión o mención a asuntos específicos. En virtud de ello, el presente análisis será desarrollado haciendo referencia a hechos generales, y sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1
En principio, según se desprende de la consulta formulada, la Entidad perseguiría que este Consejo Superior determine si la constitución de un joint venture o la celebración de un contrato de usufructo se encontrarían dentro del ámbito de aplicación de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado; es decir, si para celebrar el joint venture o el contrato de usufructo la Entidad, previamente, tendría que individualizar a aquella persona natural o jurídica con la cual se involucraría en el proyecto que piensa llevar a cabo, mediante la realización de un proceso de selección.

A estos efectos conviene partir del análisis del ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, para lo cual deberá considerarse que, como todo ordenamiento de carácter especial, el estudio de la aplicación de las normas de contratación pública debe enfocarse desde dos aspectos: uno de carácter subjetivo y otro de carácter objetivo. 
El primer aspecto, de carácter subjetivo, está referido a las personas que deben someter su comportamiento a las prescripciones establecidas en la norma de carácter especial, cuando se configuren los supuestos de hecho previstos en la misma.
En este sentido, el numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley, delimita el ámbito de aplicación subjetivo de la norma, es decir, establece cuáles son las dependencias pertenecientes al Estado que —bajo el término genérico de “Entidad”— están obligadas a realizar actos previos de planificación y programación de las contrataciones y adquisiciones que llevan a cabo durante un ejercicio presupuestal, realizar procesos de selección y regir sus contratos observando la Ley y el Reglamento. Dicho dispositivo comprende dentro del alcance de las normas de contrataciones, prácticamente, a todas las instituciones pertenecientes a la administración del Estado, como es el caso de las empresas públicas, Ministerios, Municipalidades, Gobiernos Regionales, Organismos Públicos Descentralizados, entre otros organismos.
Este es el caso, por ejemplo, de la Entidad consultante, que es una empresa del Estado perteneciente al Sector Transportes y Comunicaciones, en virtud de lo cual, se encuentra obligada a regir los contratos que celebre por las normas de contratación pública.

De otro lado, el ámbito de aplicación objetivo de la normativa está referido a la materia u objeto que pretende regular la norma. Es decir, cuál son aquellos negocios jurídicos —contratos— que se encontrarán sometidos a las disposiciones de la Ley y el Reglamento.
Respecto de ello, el artículo 1º y el numeral 2.2 de la Ley establecen ciertos alcances para su delimitación, en la medida que supeditan a la aplicación de la Ley, todas las contrataciones y adquisiciones que involucren para el Estado la provisión de bienes, servicios u obras necesarias para el cumplimiento de sus funciones, y por las cuales —el Estado, a través de sus Entidades públicas— asuma el pago del precio o de la retribución correspondiente. Ello en concordancia con lo establecido en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú
 que obliga a las Entidades a llevar a cabo procesos de selección para contratar o adquirir bienes, servicios u obras que involucren la erogación de recursos públicos.
De lo expuesto se concluye que, como regla general, se encuentran dentro del ámbito de aplicación —objetivo y subjetivo— de la Ley y el Reglamento los contratos celebrados por las Entidades, por los cuales el Estado asuma la obligación de retribuir con una suma dineraria al contratista por su prestación, que puede consistir en la entrega de bienes, la prestación de servicios o  la ejecución de obras. En lo que respecta a la prestación del contratista, cabe advertir que la norma hace mención a categorías genéricas como “provisión de bienes, servicios u obras”, de lo cual debe interpretarse que la normativa no limita el espectro de negocios o contratos que se encuentran dentro de su ámbito; por el contrario, abarca todos aquellos contratos que las Entidades celebren siempre que involucren para el Estado un gasto o erogación de recursos públicos por la entrega, realización o ejecución de un bien, servicio u obra, respectivamente.

3.2
En este contexto, debe analizarse si en la celebración de un joint venture o de un contrato de usufructo se cumplen los presupuestos necesarios para aplicar la normativa sobre contratación pública.


En relación con el joint venture, debemos mencionar que dicho negocio en nuestro país ha sido regulado en ciertos ordenamientos especiales; tal es el caso, por ejemplo, de la Ley General de Minería
, Ley General de Pesca
, Ley de Promoción de la Inversión Privada en las Empresas del Estado
 y la Ley del Impuesto a la Renta
.  


No obstante, en la doctrina, el joint venture adopta definiciones muy amplias que impiden tipificarlo como un contrato único, dado que engloba varios contratos de caracteres esenciales diferentes. Así, para Max Arias Schreiber Pezet, el contrato de riesgo compartido o joint venture es un “instrumento contractual que responde a la necesidad de movilizar capitales en búsqueda de alta rentabilidad y correlativa reducción de riesgos, en el que las partes se juntan con un criterio de co-participación que asume las más diferentes formas y matices. No existe, pues, una definición exacta y final de este contrato, sino que hay varios conceptos del mismo según sean las modalidades que aparezcan en su concertación. Pero sin duda alguna, coincidimos con quienes señalan que se trata de un instrumento destinado a establecer o fortalecer vínculos entre empresas que buscan un propósito común destinado a poner en marcha un negocio o modernizar uno que ya existe. En este contrato pueden las partes actuar de modo individual o crear una empresa que tenga personería jurídica y patrimonio propio”
.

Como se observa, no existe una definición unívoca de lo que a ciencia cierta constituye un contrato de joint venture, dado que engloba situaciones u organizaciones de la más diversa índole; como acuerdos que involucran la existencia de socios ocultos, la creación de personas jurídicas distintas a los celebrantes  o, incluso, la búsqueda de fines no necesariamente comunes a la de todos los contratantes
. 


Sin embargo, pueden rescatarse ciertos aspectos que fundamentalmente caracterizan a este tipo de acuerdos: El propósito de los contratantes de llevar adelante un negocio y la voluntad de las partes de compartir los riesgos propios del proyecto.

Ahora bien, la Ley N.º 26887, Ley General de Sociedades, regula los denominados “contratos asociativos”, incidiendo en aquellas figuras que cubren la mayor parte de situaciones que se presentan en la colaboración empresarial y en el riesgo compartido; tal es el caso del contrato de asociación en participación y del contrato de consorcio. Ambas figuras tienen como diferencia esencial la existencia o no de socios ocultos en el negocio; no obstante, su regulación deja amplia libertad a las partes para decidir los términos y condiciones de cada contrato, sin limitaciones estrictas para cada uno de los dos tipos legislados
.


Nótese que en el dispositivo en mención se evitó utilizar la denominación “joint venture”, aún cuando el contrato de consorcio y el de asociación en participación o, en general, los contratos asociativos, responden a la misma lógica de los primeros. Sin perjuicio de ello, y en atención al principio de libertad de contratación reconocido por nuestra legislación, la regulación de los contratos asociativos en la Ley General de Sociedades no se encuentra restringida o limitada da tal forma que esté prohibida la celebración de acuerdos con características distintas, dada las peculiares necesidades que surgen de la actividad de los negocios, lo cual permitirá el desarrollo de otros contratos a las cuales les serán de aplicación las disposiciones comunes a los contratos asociativos. 
3.3 
Ahora bien, la celebración de un joint venture, habitualmente, involucra para las partes del contrato la asunción de obligaciones y contribuciones importantes a la finalidad del negocio, que pueden consistir en aporte de bienes y/o prestación de servicios.


Sobre el particular, el artículo 439º de la Ley General de Sociedades establece que “las partes —de un contrato asociativo— están obligadas a efectuar, las contribuciones en dinero, bienes o servicios establecidos en el contrato.  Si no se hubiera indicado el monto de las contribuciones, las partes se encuentran obligadas a efectuar las que sean necesarias para la realización del negocio o empresa, en proporción a su participación en las utilidades”.
En principio, en la medida que dichas contribuciones se encontrarían orientadas a la obtención de la finalidad perseguida por las partes contratantes, que, en unos casos, puede ser un beneficio económico, no tendrían por objeto inmediato la obtención de un rédito o beneficio de los otros contratantes; es decir, el beneficio que se perseguiría mediante la contribución de bienes y/o servicios es aquél que resultaría del éxito del proyecto, y no un beneficio derivado del cobro de quien realiza la contribución al otro u otros contratantes. Ello por la propia naturaleza del acuerdo.

No obstante, las normas nada dicen sobre la posibilidad de que el miembro que aporta bienes o servicios cobre cierta utilidad a los otros miembros del consorcio, con lo cual dicha posibilidad no se encontraría prohibida en nuestro ordenamiento.

No obstante, en el ámbito de los contratos del Estado, el cobro al Estado de cierta utilidad por una contribución —que se supone se encuentra afectada a la finalidad del acuerdo—, trae como consecuencia la aplicación de normas administrativas al contrato, dado que el pago será asumido con recursos públicos, mas aun cuando dicho pago se ejecuta como contraprestación por un servicio prestado por el contratista para el mejor cumplimiento de las funciones de la Entidad. 
En este sentido, cuando una de las obligaciones asumidas por una entidad pública involucra un pago dinerario para el contratista, sea por la venta, arrendamiento, o disposición de un bien, prestación de un servicio o ejecución de una obra, nos encontramos dentro del ámbito de aplicación de la normativa, dado que, en los términos de la Ley, dicho contrato involucraría el pago de una retribución por la provisión de bienes, servicios u obras.
Nótese que hablamos de pago por la ejecución de una prestación, que por su naturaleza persigue una finalidad lucrativa a favor del contratista, supuesto que no se presenta cuando la Entidad sólo cubre los costos de la actividad desplegada por el socio, sean administrativos y/u operativos. Por ejemplo, los costos de licencias, tasas administrativas, repuestos, etc. 

En conclusión, será de aplicación la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado a los contratos de joint venture cuando éstos involucren, dentro de sus múltiples obligaciones y prestaciones, una contraprestación dineraria —incluida la utilidad— a favor del contratante de la Entidad por la venta, arrendamiento o disposición de bienes, prestación de servicios o ejecución de obras
. Por el contrario, no se aplicará la mencionada normativa cuando la celebración del acuerdo involucre que la Entidad sólo asuma costos administrativos o de operación, desprovistos de toda utilidad para el contratante. Esto último no excluye la posibilidad de que las partes puedan obtener utilidades como consecuencia de la rentabilidad del proyecto, pero dicha utilidad no podrá ser el resultado de una prestación del contratante a la Entidad. 


En ese sentido, dependerá del alcance de las prestaciones involucradas en el acuerdo, determinar si resultará obligatorio o no sujetar la celebración de un contrato de joint venture a las disposiciones de la Ley y el Reglamento, de forma tal que, si el acuerdo supone que el Estado asuma una contraprestación dineraria a favor del contratante, dicho acuerdo requerirá la realización previa de un proceso de selección para la individualización del contratista del Estado.

En el caso contrario, es decir, cuando el contrato de joint venture se encuentre excluido del ámbito de aplicación de la normativa de contratación pública, tal exclusión no lo exime de regirse por otras normas que regulan los sistemas administrativos del Estado; tal es el caso de las normas que rigen el Sistema Nacional de Control. Por tanto, para la celebración de dichos negocios deberán aplicarse los principios, reglas y métodos establecidos en tales disposiciones.

3.4
En lo que respecta al usufructo, éste se define como el “derecho a disfrutar de los bienes ajenos con la obligación de conservar su forma y sustancia a no ser que el título de su constitución o la ley autoricen otra cosa”
.
El Código Civil de 1984, en su artículo 999º, consagra las características más saltantes de la institución, a saber, la concesión temporal del uso y disfrute sobre un bien perteneciente a otra persona, y su limitación a los bienes no consumibles; excepción hecha del usufructo sobre dinero y créditos, que configuran el cuasiusufructo
.
Ahora bien, el contrato de usufructo es aquél que tiene por objeto la constitución de un derecho real de usufructo y que relaciona al constituyente del usufructo, quien, además de ser propietario del bien, deberá ser plenamente capaz y titular de la facultad de disponer libremente del bien de que se trate, y al usufructuario, quien será el beneficiario del usufructo y, por tanto, con facultad para usar y disfrutar del bien. 
Nada obsta para que el usufructo pueda constituirse de forma onerosa y/o gratuita, es decir, que el usufructuario del bien ejecute determinada prestación al constituyente por los derechos cedidos, o que el titular del bien se comprometa a pagar por la utilización que el usufructuario haga del bien a favor del primero.
En este sentido, en un contrato de usufructo en el cual el Estado entrega en usufructo determinado bien, para determinar si se aplicarían las disposiciones de la normativa de contrataciones y adquisiciones públicas, es necesario reparar en las prestaciones a que se comprometería el Estado por dicha cesión, es decir, si como correlato de la cesión del derecho de uso y disfrute sobre el bien, el Estado, por ejemplo, asume la obligación de pagar una retribución de carácter dinerario al usufructuario.
Ello podría suceder, por ejemplo, si en virtud del contrato de usufructo el usufructuario explota el bien a favor del Estado, en virtud de lo cual el Estado asume el pago de una retribución dineraria por esos servicios prestados.

También podría suceder el caso contrario, es decir, que el Estado constituya en usufructo un bien de su titularidad pero de forma gratuita, donde no se comprometa a ejecutar prestación alguna, o que celebre un usufructo de carácter oneroso
, pero donde su prestación no consista en el pago de una suma dineraria.
En todo caso, se aplicará la normativa sobre contratación pública, cuando el Estado, en el contrato de usufructo, asuma una obligación dineraria por la cesión del uso y disfrute del bien. Por el contrario, cuando el contrato no involucre para el Estado pago de retribución dineraria alguna, o sólo involucre la ejecución de prestaciones no dinerarias, dicho acuerdo se encontrará fuera del ámbito de aplicación, debiendo regirse el acuerdo por la normativa pertinente.

3.5
En síntesis, será necesario que la Entidad observe las reglas establecidas en la Ley cuando celebre un contrato de joint venture o un contrato de usufructo en virtud de los cuales asuma una contraprestación de carácter dinerario por la prestación del contratista. 

En estos casos, será de aplicación el artículo 205º del Reglamento, principalmente en el extremo que refiere que “las Bases pueden establecer que el plazo del contrato sea por más de un ejercicio presupuestal, hasta un máximo de tres (3), salvo que por leyes especiales o por la naturaleza de la prestación se requieran plazos mayores, siempre y cuando se adopten las previsiones presupuestarias necesarias para garantizar el pago de las obligaciones”
.   

Sobre este último aspecto cabe precisar que la norma posibilita que las Entidades del Estado puedan celebrar contratos cuyos plazos se extienden más allá de los tres ejercicios presupuestarios, siempre y cuando responda a la naturaleza de la prestación y se adopten las previsiones presupuestales para garantizar el pago de las obligaciones. Así, puede responder a la naturaleza del acuerdo que el contrato de joint venture o de usufructo se extienda más allá del plazo máximo establecido en el Reglamento para garantizar la inversión comprometida en el acuerdo o debido a la complejidad del negocio.

En lo que respecta al usufructo sujeto al ámbito de aplicación de la Ley, el Código Civil regula los plazos máximos en que puede constituirse este derecho real
.

Por el contrario, para los negocios que se encuentran fuera del ámbito de aplicación de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, no es de observancia obligatoria las limitaciones de plazo, establecidas en el artículo 205º del Reglamento, dado que dicho dispositivo es de aplicación únicamente para los contratos sujetos a la Ley y el Reglamento.
3.6
Sin perjuicio de lo señalado, asiste a la Entidad la posibilidad de celebrar acuerdos distintos a los que han sido propuestos en la consulta formulada a efectos de cumplir con la finalidad que se persigue.


Así, la Entidad podría evaluar la conveniencia económica de arrendar el bien que resulta necesario para operar el sistema que posee, estableciendo plazos del contrato mayores a los tres (3) ejercicios presupuestales, que garanticen que el contratista recupere la inversión realizada.

4. CONCLUSIONES
4.1
Serán de aplicación las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado a los contratos de joint venture cuando estos involucren, dentro de sus múltiples obligaciones y prestaciones, una contraprestación dineraria —incluida la utilidad— a favor del contratista por la venta, arrendamiento o usufructo de bienes, prestación de servicios o ejecución de obras. Por el contrario, la elección del contratista no se sujetará al mencionado cuerpo legal cuando la celebración del joint venture involucre que la Entidad asuma costos administrativos o de operación, desprovistos de toda utilidad para el socio. 
4.2
Se configura el ámbito de aplicación de la normativa sobre contratación pública, cuando el Estado, en virtud de la celebración de un contrato de usufructo, asume la obligación de retribuir económicamente al contratista por la cesión del uso y disfrute del bien. Por el contrario, cuando el contrato no involucre para el Estado pago de retribución dineraria alguna, o sólo involucre la ejecución de prestaciones no dinerarias, dicho acuerdo se encontrará fuera del ámbito de aplicación, debiendo regirse el acuerdo por las normas pertinentes que lo regulan.

4.3
En caso el joint venture, contrato asociativo o contrato de usufructo celebrado por la Entidad se encuentre fuera del ámbito de aplicación de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, no será de observancia obligatoria las limitaciones de plazo, establecidas en el artículo 205º del Reglamento. Por el contrario, si el consorcio o el usufructo se celebrara bajo el amparo de las disposiciones de la Ley y el Reglamento será de aplicación dicho dispositivo, incluso en el extremo que refiere que las Bases pueden establecer que el plazo del contrato sea por más de tres (3) ejercicios presupuestales cuando por la naturaleza de la prestación se requieran plazos mayores.   

Jesús María,  25 de abril de 2006

VVS/.
� Texto Único Ordenado aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM. 





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.





�� Constitución Política del Perú	





“Artículo  76º.-Obligatoriedad de la Contrata y Licitación Pública


Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan  obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes.


La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público. La ley establece el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades”.





� Texto Único Ordenado de la Ley General de Minería aprobado por Decreto Supremo N.º 014-92-EM de fecha 2 de junio de 1992. El capítulo IX del Título Décimo Tercero de dicho cuerpo legal se denomina “Contratos de Riesgo Compartido” o “Joint Venture”. El artículo 204º establece:





“El Titular de actividad minera podrá realizar contratos de riesgo compartido (joint venture) para el desarrollo y ejecución de cualquiera de las actividades mineras.


Conforme a su naturaleza, los contratos de riesgo compartido son de carácter asociativo, destinados a realizar un negocio común, por un plazo que podrá ser determinado o indeterminado, en el que las partes aportan bienes o recursos o servicios que se complementan, participando en la utilidad, el ingreso bruto, la producción u otras formas que convengan, pudiendo ejercer cualquiera de las partes o todas ellas la gestión del negocio compartido (…)”.


   


� La Ley General de Pesca aprobada mediante Decreto Ley N.º 25977, publicada con fecha 22 de diciembre de 1992, al regular sobre las operaciones de pesca en aguas jurisdiccionales peruanas por embarcaciones de bandera extranjera, señala que esta podrá llevarse a cabo, entre otros casos, cuando tales embarcaciones hayan sido contratadas por empresas peruanas para extraer aquellos recursos hidrobiológicos que determine el Ministerio de Pesquería. A tal efecto, el literal a) del artículo 49º indica que tales operaciones podrán efectuarse mediante: “Contratos con empresas constituidas y establecidas en el país, bajo las modalidades de arrendamiento, arrendamiento financiero, abastecimiento o suministro, asociación en participación, operaciones conjuntas de pesca (joint ventures) y otras modalidades contractuales que precise el Reglamento de esta Ley”.


  


� Dictada en el mes de setiembre de 1991, mediante Decreto Legislativo N.º 674, fue modificada por el Decreto Ley N.º 26120 de fecha 30 de diciembre de 1992, ampliando las modalidades bajo las cuales se promueve el crecimiento de la inversión privada en el ámbito de las empresas que conforman la actividad empresarial del Estado. En virtud de esta modificación, el literal c) del artículo 2 del Decreto Legislativo N.º 674 incluye como modalidad posible, “la celebración de contratos de asociación, joint venture, asociación en participación, prestación de servicios, arrendamiento, gerencia, concesión u otros similares”.





� Conforme al literal k) del artículo 14 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la Renta, serán consideradas personas jurídicas: “Las sociedades irregulares previstas en el artículo 423º de la Ley General de Sociedades; la comunidad de bienes; joint ventures, consorcios y otros contratos de colaboración empresarial que lleven contabilidad independiente de la de sus socios o partes contratantes”





� Max Arias Schreiber Pezet. Los Contratos Modernos. Citado por Enrique Elias Larosa, Ley General de Sociedades. Editora Normas Legales S.A. 1998, Lima Perú. Pág. 889-890.





� Según Walter Gutiérrez Camacho —citando a Jorge Miquel Rodríguez en “La sociedad Conjunta”—“sucede que la expresión joint venture es amplísima y variada en significados: en el plano más general hace referencia a cualquier acuerdo de colaboración. Más concretamente designa a un acuerdo previo entre las partes (conocido en la praxis internacional como joint venture agreement), pero también alude a la forma posterior de ese acuerdo, ya sea a través de mecanismos de carácter contractual o utilizando algún tipo societario. Además, también se emplea la expresión para hacer referencia a la especial vinculación que se establece entre países, inmersos en un joint venture o proyecto común. Una acepción frecuente hace referencia a la forma utilizada para invertir en países receptores de inversión extranjera”. Walter Gutiérrez Camacho en Tratado de Derecho Mercantil, Tomo I Derecho Societario, Gaceta Jurídica S.A. Primera Edición 2003. Lima – Perú. Pág. 1391.





� Ibidem, Pág. 890.


� Sobre este punto, cabe reparar que en el documento que contiene el Perfil Técnico – Económico adjuntado a la consulta, se manifiesta: “El operador privado cobrará una tarifa preferencial a CORPAC, que estará en función del costo de inversión del avión y una rentabilidad razonable. La tarifa podrá ser reajustada por las partes debido a factores exógenos, cuando se genere una variación de +/- 5% en la estructura de costos totales del operador privado, el mismo que se adjuntará como addenda al Contrato” (el resaltado es nuestro).





� Diez – Picazo, L. y  Gullón, A.  Sistema de Derecho Civil, Volumen III, Pág. 410. Citado por Max Arias Schreiber Pezet y Carlos Cárdenas Quiroz, Exégesis del Código Civil Peruano de 1984, Tomo V. Gaceta Jurídica S.A. Tercera Edición, 2001. Lima – Perú. Pág. 145.


 


� Ibidem, Pág. 163. 


 


� Al respecto, la onerosidad como característica que puede distinguir a un contrato—independientemente del régimen jurídico al cual se encuentre sujeto—, no está referida exclusivamente al pago en dinero a alguna de las partes de la relación contractual, pues el término onerosidad supone únicamente la posibilidad que ambas partes del contrato realicen una determinada prestación en favor de la otra. Sin embargo, cuando la onerosidad implica una contraprestación de carácter dinerario por parte del Estado, esto es la erogación de fondos públicos, los contratos se encontrarán sujetos a la Ley y el Reglamento.








� Numeral 1) del artículo 205º del Reglamento.





� Artículo 1001º del Código Civil:


“El usufructo es temporal. El usufructo constituido en favor de una persona jurídica no puede exceder de treinta años y cualquier plazo mayor que se fije se reduce a éste.


Tratándose de bienes inmuebles de valor monumental de propiedad del estado que sean materia de restauración con fondos de personas naturales o jurídicas, el usufructo que constituya el Estado en favor de éstas podrá tener un plazo máximo de noventinueve años”.








